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E S T A B A  T O D O  T A N  Q U I E T I T O

—¡Así me vas a botar el árbol de Pascua! 

El sistema escolar, tanto si se consideran las pruebas
nacionales como las internacionales, se encuentra es-
tancado en sus logros educativos por aproximada-
mente una década. Aún más, en el caso de segundo

medio, en particular, ha habido, según el Simce, un retroceso
relevante en los aprendizajes. Pero, paradójicamente, las notas
de enseñanza media muestran un aumento muy significativo
en la misma década. En efecto, se puede comprobar que en el
proceso de admisión a la educación superior de 2012 el prome-
dio con que se presentaron los jóvenes egresados de la ense-
ñanza media fue de 5,53. En ese momento existían importantes
diferencias por dependencia
de los planteles: los particula-
res pagados tenían un prome-
dio de 5,85; los particulares
subvencionados, 5,51, y los es-
tatales, 5,46. 

En la admisión 2024 el promedio de notas había subido a
5,92: un alza de casi cuatro décimas. Es un cambio significati-
vo, donde también las brechas entre dependencias se hicieron
más agudas. Ahora, los egresados de colegios particulares pa-
gados tuvieron un promedio de 6,35, es decir, su promedio
subió en cinco décimas. En el caso de los particulares subven-
cionados, los jóvenes egresaron con un 5,92, y los de liceos pú-
blicos, con un 5,79. En otras palabras, ha habido una inflación
de notas galopante. Como parece más razonable creerles a las
pruebas estandarizadas, esta realidad es indicativa de una re-
ducción importante de las exigencias escolares. El fenómeno
ha tenido consecuencias negativas en la universidad, cuyos es-
tándares —sobre todo en el caso de las más selectivas— son, en

general, elevados. Una parte de los problemas de salud mental
que han emergido en estas parece obedecer a esa brecha de
exigencias.

En este período ha habido dos situaciones que se habrían
retroalimentado para producir este efecto. Por un lado, la intro-
ducción del ranking de notas para el proceso de admisión de 2013
—que, en rigor, resultó ser una bonificación de ellas— aumentó
considerablemente su peso en la admisión. Fue una decisión que
no se maduró suficientemente. Desde luego, solo las brechas en
notas que existían entre distintos tipos de establecimientos ya
invitaban a la cautela. En definitiva, la presión hacia los colegios

y liceos para mejorar las posibi-
lidades de sus estudiantes se hi-
zo sentir y empujó las notas ha-
cia arriba. Por otro lado, la pan-
demia produjo un nuevo retro-

ceso en las exigencias y también un mayor interés por ingresar a
la educación superior, redoblando esas presiones.

Se debe revisar la manera en que las notas se incorporan
en el proceso de admisión. Las decisiones que se toman en esta
materia tienen un tremendo impacto sobre el sistema escolar.
Precisamente, en los últimos meses se ha estado evaluando
modificar el modo en que se define el ranking y el camino que
se elija puede tener nuevamente un impacto enorme. Pero los
establecimientos educacionales, que sufren ese impacto, pare-
cen una vez más no estar siendo consultados. Se discute entre
expertos, pero sin la transparencia que una cuestión así mere-
ce. Y, claro, como pasó con la introducción del ranking, nadie
asumirá más adelante la responsabilidad por los efectos que
este cambio traiga sobre el sistema escolar. 

Ha habido una inflación de notas galopante,

indicativa de una reducción de las exigencias.

Notas artificiales

Buen fin de año para Javier Milei. La revista Time lo
eligió entre los 100 líderes de 2024, y las encuestas
muestran un alza en la aprobación del Presidente ar-
gentino, después de haber caído unos puntos a mitad

de año. Algunas lo ubican con 43 por ciento de aprobación,
otras lo empinan hasta el 56 por ciento, pero lo relevante no
son las diferencias en las mediciones, sino que todas muestran
que, a pesar del duro ajuste económico, Milei ha logrado soste-
ner el apoyo de la opinión pública. Su discurso de aniversario
fue un mensaje de agradecimiento por ese respaldo y también
uno de esperanza en que la situación mejorará en 2025. 

“No vamos a parar hasta
convertirnos en el país más li-
bre del mundo”, dijo, en una in-
tervención llena de referencias
a la caótica situación heredada
de los gobiernos anteriores y a los avances conseguidos en estos
meses, profiriendo sus habituales pullas a “la casta” y a los “pri-
vilegiados”, en contraposición con la “gente común”, a la que él
representaría. Reiteró allí la convicción de que su gobierno
transformará a Argentina, que la “motosierra” seguirá achican-
do el Estado, porque solo ha “cortado los excesos del kirchneris-
mo, ahora va en serio. Se viene la motosierra profunda”.

Pero para avanzar con esa motosierra, Milei necesita la in-
condicionalidad de sus aliados del PRO y eso puede volvérsele
más difícil. De hecho, ya asoman los conflictos de un año electo-
ral. Es natural que Milei quiera asegurar que en los comicios par-

lamentarios de 2025 su partido, La Libertad Avanza (LLA), gane
una representatividad robusta y pueda fortalecer la débil banca-
da actual. El problema es que, al parecer, eso sería a costa del
PRO, el partido de Mauricio Macri, en especial por las ganas de
LLA de triunfar en la ciudad de Buenos Aires, bastión del macris-
mo, donde las fricciones ya están a la vista. Las discusiones sobre
elaboración de listas, orden de los candidatos y la posibilidad in-
cluso de ir en forma separada serán temas que enturbiarán más el
ambiente político, obstaculizando la aprobación de las reformas
a la velocidad requerida. En este contexto, una de las iniciativas
que Milei impulsa es la eliminación de las primarias obligatorias,

PASO, lo cual beneficiaría a su
partido en las negociaciones.

El kirchnerismo sonríe an-
te esa disputa, pero tiene sus
propios conflictos. Cristina

acaba de asumir la presidencia del Partido Justicialista, dejando
en el camino a Axel Kicillof, quien fuera su protegido y la estre-
lla ascendente, pero que está enemistado con Máximo Kir-
chner. Cómo se desarrolle esta competencia, se verá durante el
año. Por ahora, la expresidenta aplaude que su bancada haya
asegurado un escaño más en el Senado, tras la expulsión del
ahora exsenador Kueider, detenido por contrabando y quien
fuera de su sector, pero que este año votó con Milei la Ley de
Bases. También la alivia que no se haya aprobado la ley de “Fi-
cha Limpia”, que pudo haberle impedido una eventual postu-
lación parlamentaria, por tener condenas de segunda instancia.

Las tensiones con el PRO de Mauricio Macri

asoman como un frente complejo. 

El desafío político de Milei

La reciente
ley corta de isa-
pres ha generado
molestia en los afi-
liados debido a los
montos y plazos
de las devolucio-
nes. Esto ocurre a
pesar de que era
evidente que para
la gran mayoría
no implicarían
grandes cantidades. ¿Qué explica en-
tonces tanta desazón?

Por una parte, las expectativas
generadas por el Gobierno y los polí-
ticos debido a su pobre comprensión
de los alcances de esa ley y su tenden-
cia a distorsionar los hechos, sobrees-
timar los beneficios, subestimar los
costos y sobredimensionar los logros
de su gestión y trabajo legislativo. Por
otra, la diferencia entre cómo debe-
rían hacerse las
políticas públicas
versus cómo se ha-
cen actualmente. 

Las políticas
deberían hacerse siguiendo un proce-
so secuencial de tres etapas. 

La primera consiste en hacer un
diagnóstico cuidadoso que permite
un objetivo bien definido en términos
de beneficiarios y beneficios, para con
ello hacer una propuesta técnica que
estipule claramente los montos, la fac-
tibilidad técnica, los mecanismos a
emplearse y los criterios de evalua-
ción de resultados. Esta etapa debe ser
llevada a cabo por los expertos, utili-
zando la evidencia científica compa-
rada, los conocimientos teóricos ade-
cuados y el contexto sociocultural
donde se aplicará.

La segunda etapa corresponde a
la negociación entre las fuerzas políti-
cas. Esta impondrá restricciones que
resultarán en una política implemen-
table pero técnicamente inferior a la
original. Establecidas estas restriccio-
nes, los negociadores deben discutir

con sus respectivos asesores técnicos
si los costos impuestos por aquellas
superan o no los beneficios de imple-
mentar la política acordada. Si no los
superan, las restricciones deben ser
aceptadas y la política implementada.

La tercera etapa es comunicar a
los ciudadanos los beneficios y costos
de aquella, sus beneficiarios y los afec-
tados, en forma clara y en total consis-
tencia con lo estipulado técnicamente.
Cosa que no ocurrió con la ley corta.

¿Cómo se hacen las políticas hoy
en Chile? Los técnicos no son tales, si-
no más bien activistas de las ideas de
los partidos en que militan. El diag-
nóstico se hace en función de los obje-
tivos políticos, y la negociación no
respeta los elementos técnicos funda-
mentales; priman las visiones, deseos
y sentires. Esto, sumado a la pulsión
de los políticos por asignar responsa-
bilidades a los adversarios por los

problemas de las
políticas aproba-
das o la no imple-
mentación de las
rechazadas, se ha

traducido en un descontento perma-
nente de los ciudadanos con el Estado
y la política, producto del desajuste
entre lo prometido y lo obtenido. Este
descontento retroalimenta el proceso,
el cual se va perpetuando en el tiempo
y no permite una discusión racional e
informada. La reforma de pensiones
propuesta por el Gobierno, así como
su primera propuesta de reforma tri-
butaria, son excelentes ejemplos.

Hacer políticas públicas que cum-
plan sus objetivos y aporten al progreso
sostenido del país es un arte y como tal
requiere balancear cuidadosamente lo
técnico con lo político y atender las suti-
lezas y detalles involucrados, lo cual de-
manda políticos que tengan el capital
humano para comprender su rol.

Lo que ayer era obvio, hoy es
impensado.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Lo que ayer era obvio,

hoy es impensado.

Por Felipe
Balmaceda

El arte de hacer 
políticas públicas

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Encuentro al Prócer en el living de su casa
armando el árbol de Navidad. Es un pino artifi-
cial de gran tamaño, y me sumo a la tarea de
adornarlo. “Mira, aparte de su significado reli-
gioso, la Navidad es
una fiesta para los ni-
ños”, me dice mientras
coloca una guirnalda
de luces alrededor del
árbol. “Y resulta que te-
nemos cada vez menos
niños. ¡Si tenemos una
tasa de reemplazo de
1,2 hijos por mujer! Y
parece que cada vez
más las personas están
sustituyendo a los hijos
por las mascotas. Re-
cuerdo las navidades de nuestra infancia, las
que pasábamos con un tropel de hermanos y
primos donde nuestros abuelos. Cuando llega-
ba la hora de los regalos, nos llevaban a dar una
vuelta a la manzana y al volver nos anunciaban
que el Viejo Pascuero se había descolgado por

la chimenea y nos había dejado la gran canti-
dad de regalos que nos esperaban debajo del
árbol. En un futuro no lejano ya no habrá un
tropel de niños, solo uno que otro acompañado

de mascotas, y segura-
mente bajo el árbol ha-
brá también regalos
para estas últimas”,
sentencia con tristeza.

Ya faltando solo co-
locar la estrella en el ár-
bol, fiel a su tradición,
nos hace oír “White
Christmas”, de Bing
Crosby, y tarareando la
canción se encarama
en un piso y con un
equilibrio inestable

alarga los brazos para colocar la estrella. “Mu-
cho cuidado con caerte, Darling”, le dice enton-
ces su mujer asustada, “acuérdate de lo que le
pasó a Lula con el porrazo que se pegó”.

D Í A  A  D Í A

El pino del Prócer 

R. RIGOTER

T E M A S  E C O N Ó M I C O S

A pesar de la retórica oficialista, el sis-
tema previsional chileno ha experimen-
tado mejoramientos significativos du-
rante las últimas décadas. El último se
produjo en 2022, cuando la PGU cam-
bió estructuralmente nuestro pilar soli-
dario y aumentó la contribución del Es-
tado al sistema. El monto de tal aporte
equivale a 5 puntos de cotización, una
suma que es necesario valorar, pues ha
incrementado las tasas de reemplazo,
incluso llevándolas por sobre el 100%
en los primeros quintiles de ingreso.

Un elemento central de nuestro siste-
ma es el aporte que realizan los trabaja-

dores a su pensión vía el ahorro indivi-
dual. La tasa de ahorro es un insumo crí-
tico para que este pilar (contributivo)
opere adecuadamente, pero no es el úni-
co. Una historia laboral sin lagunas en el
empleo formal es quizás más importan-
te. Por lo mismo, es lamentable que en
este ámbito se hayan producido más re-
trocesos que avances, particularmente
por la acumulación de una década de
errores en materia legislativa. Desde la
reforma laboral de la segunda adminis-
tración Bachelet hasta el gran incremen-
to del salario mínimo bajo el actual go-
bierno, la rigidización de este mercado

ha sido una constante. Esto incluso pue-
de explicar que Chile sea de los pocos
países que no han recuperado los nive-
les prepandemia en diversos indicado-
res laborales. Cualquier acuerdo previ-
sional debería incluir cambios en la le-
gislación que promuevan la formalidad. 

Otro tema crítico es la extensión de la
edad de jubilación y disminuir las dife-
rencias de esta por género. Chile no pue-
de continuar postergando este debate.
Dentro de las próximas décadas, la in-
versión de nuestra pirámide demográfi-
ca hará simplemente insostenible el pilar
solidario e insuficiente el contributivo.

Pensiones, aspectos técnicos
Cuando eventuales cambios al sistema previsional están generando fuertes tensiones políticas,
parece adecuado hacer una pausa y analizar algunos de los aspectos técnicos del debate. 

Los costos para el Estado
La delicada situación de nuestras

cuentas fiscales es fuente de preocu-
pación ante los cambios previsionales
que actualmente se debaten, particu-
larmente en torno a una mayor PGU.
Si la clase política hubiese prestado
atención a los años de exceso de gasto
en un contexto de bajo crecimiento, el
espacio para aumentar las pensiones
con aportes del Estado sería mayor. Y
esa misma tendencia a obviar las aler-
tas técnicas impone un mayor escruti-
nio de las propuestas que emanan de
la autoridad.

En principio, la estrechez presu-

puestaria explica la insistencia en im-
poner una suerte de préstamo que
los cotizantes le harían al Estado para
financiar nuevos beneficios. Así, se
transferiría hacia la población el ries-
go de sincerar los problemas de una
deuda pública que se acerca al 45%
del PIB (nivel prudencial). Esto ex-
plica que el retorno de ese préstamo
deba ser inferior a lo que sería un re-
torno de mercado, de modo que el
traspaso del riesgo estará asociado a
una pérdida patrimonial de las per-
sonas (esto ocurrió con los bonos de
reconocimiento).

Menos atención se ha brindado al
costo que tendría para el Estado como
empleador el aumento de seis puntos
porcentuales en la contribución y el
impacto de la menor recaudación fis-
cal por un posible mayor tope impo-
nible. Según cifras de la Dipres, en
2026 ambas medidas tendrían un cos-
to para el fisco superior a US$ 760 mi-
llones, superando en 2036 los US$
2.100 millones anuales. Una mirada
técnica debe anticipar estas obligacio-
nes fiscales y promover cambios que
no signifiquen una espiral de gastos ni
más distorsiones futuras. 

Medidas alternativas
Uno de los elementos que parecen

generar consenso es la necesidad de
mecanismos que permitan a mujeres
y hombres con el mismo nivel de aho-
rro alcanzar una misma pensión men-
sual. Hoy esto no ocurre por la mayor
esperanza de vida de las mujeres. El
costo de resolverlo se estima cercano a
US$ 400 millones al año, monto que
podría reducirse con, por ejemplo,
una tabla unisex para el cálculo de las
pensiones vitalicias o la posibilidad de
que la mujer decida voluntariamente
no entregar pensión de sobrevivencia. 

Si bien la situación fiscal explica la
insistencia del oficialismo por configu-
rar un nuevo sistema de reparto finan-
ciado con impuesto al trabajo para ha-
cerse cargo de este tema, existen op-
ciones. Desde luego, reasignaciones o

revisión de programas mal evaluados
podrían ser una alternativa, con la
ventaja de no encarecer el empleo for-
mal. Otra fórmula sería reestructurar
el Fondo de Reserva de Pensiones.

Los nuevos beneficios para grupos
de clase media y media alta, particu-
larmente mujeres, también deman-
dan un análisis más profundo. Parte
de las brechas por género en sectores
más acomodados puede deberse a que
el mismo Estado ha acotado arbitra-
riamente la renta imponible de sus
funcionarios a partir de haberes no su-
jetos a cotización. Así, si en educación
y salud, sectores con gran empleo pú-
blico femenino, la cotización se hiciese
por el total de haberes, parte de las
brechas disminuiría. Exigir un présta-
mo a todos los contribuyentes para re-

solver esto no solo es regresivo, sino
que carece de justificación técnica.

Los temas de competencia y de ren-
tabilidad del pilar contributivo tam-
bién requieren atención. Las opciones
hoy en la mesa parecen centrarse en la
separación de la industria o la amplia-
ción de las licitaciones a antiguos afi-
liados. Ambas tienen dificultades
prácticas y riesgos. Además, análisis
técnicos han cuestionado su impacto
sobre las futuras pensiones. Alternati-
vas como modernizar la estructura de
las comisiones, incorporando mejores
incentivos, o el aumento de la compe-
tencia a partir de una flexibilización
de las reglas para ofrecer el servicio de
administración de cuentas represen-
tarían mejoramientos sin riesgo de
desmantelar el sistema.

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

14/12/2024
  $2.474.555
 $20.570.976
 $20.570.976

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     320.543
     126.654
     126.654
      12,03%

Sección:
Frecuencia:

OPINION
0

Pág: 3


